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    Dedicado a todas mis familias: Los García y los Granados, a mi amplia y recompuesta familia judicial, y a todas las familias diversas que ayudé a constituir

  


  
    INTRODUCCIÓN:


    El génesis de estas reflexiones sobre el Derecho de Familia surgió a raíz de mi intervención en el III Congreso Internacional de Derecho Constitucional en conmemoración de los 30 años de la Constitución Política del Perú, en la cual abordé el tema de La evolución del concepto de Familia- 10 años del concepto igualitario en Colombia, haciendo el paralelismo entre las disposiciones de las Cartas Políticas colombiana (arts. 13,42 y 93) y peruana (arts. 2,4,5 y 55).


    Y es que en ambos sistemas jurídicos hemos avanzado desde las concepciones propias del Derecho Romano que hablaban de las justas nupcias, de la noción de sui juris y alieni juris y de las reses hacia nociones contemporáneas de seres sintientes. Hoy En Colombia no podemos hablar de una sola definición de familia nuclear o tradicional, debiendo pensar fuera de la caja para abarcar nociones modernas de esta institución como lo son las familias monoparentales, homoparentales, ensambladas, extensas, de crianza, multiespecie y hasta unipersonales.


    Que cada vez más Tribunales y Despachos judiciales definan asuntos de custodia de mascotas, o vean la realidad de los matrimonios igualitarios, en los cuales intervine decididamente desde hace poco más de diez años, nos demuestra el gran avance de una institución social cambiante, que va más allá del reconocimiento de uniones maritales de hecho entre personas del mismo sexo, pasando por figuras como la adopción.


    El reto de este trabajo es mostrar los avances sociales sobre los cuales no es válido ya retroceder en su protección, a la luz de instrumentos como la Opinión Consultiva No. 24 del 2017 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, tocante en muchos aspectos con sentencias contenciosas de la misma Corte en casos contenciosos como el de Atala Riffo e hijas vs. Chile o Duque vs. Colombia, aplicando el principio del desarrollo progresivo del art. 26 de la CADH.


    En lo sustancial vemos que la Constitución Política de 1991 trajo consigo una serie de cambios en las estructuras socio-culturales que dieron origen a muchas normas, varias de ellas derivadas del derecho privado romano, y hoy por hoy, la Ley 1996 de 2019 emerge como respuesta a la necesidad de mejorar las condiciones jurídicas de las personas antes incapaces por discapacidad mental y adaptarlas, tras las evidencias que dejó la implementación de la parcialmente derogada Ley 1306 de 2009.


    En este trabajo también nos proponemos estudiar los retos que al corto, mediano y largo plazo trae la implementación de la ley 1996 de 2019, que derogó el paquidérmico proceso de interdicción judicial que traían las Leyes 1306 de 2009 y 1564 de 2012 (CGP) y las reformas recientes traída por las Leyes 2388 de 2024 sobre familias de crianza, y 2442 y 2447 de 2024 y 2025, respectivamente, contentivas de reformas al régimen de matrimonios y divorcios.


    También hablaremos de la incorporación de la inteligencia artificial (IA) generativa en la administración de justicia en el área de Familia, la cual revolucionará rápidamente la forma en que se enseña y se aprende de esta especialidad de la jurisdicción ordinaria, ofreciendo herramientas innovadoras que enriquecerán la experiencia de usuarios y funcionarios. Sin embargo, esta transformación también conlleva una serie de riesgos que es fundamental analizar. Desde la dependencia excesiva de tecnologías que pueden comprometer el desarrollo de habilidades, hasta preocupaciones sobre la ética y la integridad académica, los desafíos que presenta el uso de la IA generativa en el ámbito judicial son significativos.


    La desinformación y la desigualdad en el acceso a herramientas tecnológicas plantean importantes interrogantes sobre la equidad en la administración de justicia. En este contexto, es fundamental explorar y comprender estos riesgos para asegurar que la integración de la IA en la administración de justicia en Familia sea no solo efectiva, sino también responsable y beneficiosa para usuarios, servidores judiciales e instituciones. En este sentido, la dependencia de esta tecnología puede socavar la capacidad de los litigantes para pensar críticamente y resolver problemas de manera independiente. Además, en situaciones críticas, podría limitar las interacciones humanas, afectando el desarrollo de las habilidades sociales. Este fenómeno podría, a su vez, restringir el crecimiento intelectual y la preparación para enfrentar futuros desafíos.


    Por otro lado, el Lenguaje claro es una política estatal que trata de responder a la necesidad de acercar la administración pública a las personas. Entendemos la administración pública como las instituciones estatales configuradas en diversas oficinas que tienen trato directo con los ciudadanos a fin de que estos accedan a sus derechos. Tales derechos se centran, principalmente, en el acceso a los servicios de salud y de educación, además del cumplimiento de las obligaciones propias de los ciudadanos, como es el caso del pago de los impuestos. Y es que el acceso a un servicio puede resultar engorroso si no existe una verdadera racionalización de los trámites. Tal es el caso de servicios como la educación, la salud o los servicios públicos de agua, electricidad, etc. Al ciudadano le interesa no perder tiempo en superar los obstáculos relacionados con la realización de un trámite, ni verse forzado a un ejercicio de comprensión lectora de alto nivel para entender el contenido de los documentos. Indiscutiblemente, la comunicación clara es un factor determinante para referirse a la racionalización de trámites. Además, a la administración le será más fácil exigirle al ciudadano el cumplimiento de los requerimientos propios del aparato jurídico-administrativo y, por su parte, el ciudadano podrá cumplir con estos requerimientos si entiende lo que le están solicitando. el avance en la accesibilidad de la administración de justicia significa un salto significativo en la protección de los derechos fundamentales y, de igual manera, contribuiría a acercar y legitimar la actuación de los funcionarios judiciales con la ciudadanía. El lenguaje técnico innecesario y los conceptos teóricos abstractos no pueden continuar alejando a los ciudadanos de la necesaria credibilidad de la Rama Judicial.

  


  
    1. REALIDADES DE LAS FAMILIAS EN COLOMBIA


    Según nuestra Constitución Política, en su Artículo 1. Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general. Y se reitera en su Artículo 4. La Constitución es norma de normas. En todo caso de incompatibilidad entre la Constitución y la ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones constitucionales.


    Es deber de los nacionales y de los extranjeros en Colombia acatar la Constitución y las leyes, y respetar y obedecer a las autoridades.


    Igualmente, en su Artículo 5. El Estado reconoce, sin discriminación alguna, la primacía de los derechos inalienables de la persona y ampara a la familia como institución básica de la sociedad. Y en el Artículo 13. Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. 


    El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados.


     El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan. 


    El tenor del artículo 42 de la Constitución Política Colombiana es el siguiente:


    “ARTICULO 42. La familia es el núcleo fundamental de la sociedad. Se constituye por vínculos naturales o jurídicos, por la decisión libre de un hombre y una mujer de contraer matrimonio o por la voluntad responsable de conformarla.”


    Siguiendo las palabras de la Corte Constitucional, la hermenéutica de la anterior disposición lleva a concluir que el constituyente del año 1991 quiso expresamente otorgar reconocimiento jurídico a la familia que proviene de la unión libre entre compañeros permanentes, y ubicarla en un pie de igualdad ante la ley respecto de la familia que se constituye a partir del matrimonio. Los antecedentes de la disposición, en la Asamblea Constituyente, no permiten arribar a una conclusión diferente. En efecto, se dijo entonces lo siguiente:


    “No es necesario discutir ... por qué la familia es el núcleo, principio o elemento fundamental de la sociedad. Se reconoce a ella éste lugar de privilegio dentro de la escala social porque todos deberíamos nacer, vivir y morir dentro de una familia.


    “Las personas unidas entre sí por vínculos naturales, como los diferentes grados de consanguinidad; o unidas por vínculos jurídicos, que se presentan entre esposos, afines o entre padres e hijos adoptivos, o por la voluntad responsable de constituirla, en los casos en que un hombre y una mujer se unen con la decisión de vivir juntos, tienen pleno derecho a conformar y desarrollar esta base de la sociedad, aunque no tengan entre sí vínculos de sangre ni contractuales formales, si llenan los requisitos de la ley, su conciencia, sus costumbres o tradiciones, su religión o sus creencias.


    “Siendo ello así, es apenas obvio determinar la protección del Estado y la sociedad para esa familia y fijar la inviolabilidad para su honra, dignidad e intimidad, así como sentar las bases de su absoluta igualdad de derechos y deberes. 


    “Las familias unidas por vínculos naturales o jurídicos han sido reglamentadas durante toda nuestra vida civil.


    “Interpretando una necesidad nacional debe reflejarse en la Constitución la realidad en que vive hoy más de la cuarta parte de nuestra población. Se deben complementar las normas legales vigentes sobre “uniones maritales de hecho y régimen patrimonial entre compañeros permanentes”.


    “Debido a cambios de mentalidad, a problemas en la primera unión y al acomodamiento económico y social de las gentes, se ve cómo desde 1900 tiene un incremento sostenido la unión libre. En la generación de la primera década de ese siglo, se encuentra un 10% de las familias en esta situación; en la generación del 40 encontramos un 26%; en la del 50 pasa al 30% y en la de 1960 a 1964 asciende a un 45.5%, según indica la obra “La Nupcialidad en Colombia, evolución y tendencia” de las investigadoras Lucero Zamudio y Norma Rubiano1”.


    La jurisprudencia constitucional reiteradamente ha avalado la igualdad jurídica entre la familia que proviene del matrimonio y la que proviene de “la voluntad libre de conformarla”, esto es la que se origina en la unión libre entre compañeros permanentes. En la Sentencia C-098 de 1996, dicha Corporación expresó lo siguiente:


    “La familia constituida por vínculos naturales, por la voluntad responsable de un hombre y una mujer de conformarla, también es objeto de expreso reconocimiento constitucional que se concreta en su protección integral por parte del Estado y la sociedad. De otro lado, la Constitución ordena que las relaciones de todo orden, entre los miembros de la pareja, se fundamenten en el respeto mutuo y en la igualdad de derechos y deberes (C.P. arts. 42 y 43).


    “La unión marital de hecho, a la que se refieren las normas demandadas, corresponde a una de las formas legítimas de constituir la familia, la que no se crea sólo en virtud del matrimonio. La unión libre de hombre y mujer, “aunque no tengan entre sí vínculos de sangre ni contractuales formales”, debe ser objeto de protección del Estado y la sociedad, pues ella da origen a la institución familiar.”2


    La igualdad entre la familia que se constituye a partir del matrimonio y la que proviene de la unión entre compañeros permanentes, conlleva la igualdad entre los hijos que nacen al seno de una y de otra. En este sentido el cuarto inciso del artículo 42 superior, prescribe categóricamente:


    “Los hijos habidos en el matrimonio o fuera de él, adoptados o procreados naturalmente o con asistencia científica, tienen iguales derechos y deberes. La ley reglamentará la progenitura responsable.”


    Por ello la jurisprudencia ha reconocido que, a la luz de la axiología constitucional, son igualmente dignas de respeto y protección las familias originadas en el matrimonio y la conformadas por fuera de éste, y que esta igualdad proscribe toda forma de discriminación basada en el origen familiar, ya sea ejercida contra los hijos o contra descendientes de cualquier grado.


    Y más especialmente , en la célebre sentencia C-577 de 2011 definió el Alto Tribunal Constitucional “(…) La familia, como “medio natural para el crecimiento y bienestar de todos sus miembros, y en particular de los niños”, es el escenario en donde se cumple “el derecho de padres e hijos a establecer y conservar relaciones personales”, mediante manifestaciones de recíproco afecto, trato continuo y comunicación permanente, “que contribuyen a satisfacer en unos y otros naturales y legítimas aspiraciones derivadas de los lazos de sangre”3.


    Con fundamento en los anteriores criterios la Corte ha planteado que el ámbito “natural de desarrollo del menor es la familia”4, como se desprende del artículo 44 superior, según el cual los niños tienen un derecho fundamental a no ser separados de su propia familia”, lo que no obedece a un privilegio, sino al simple reconocimiento de que los niños están llamados a pertenecer a una determinada familia5, “cualquiera que sea la configuración del grupo familiar”6 y “solo se justificará removerlos de dicha familia cuando existan razones significativas para ello reguladas en las leyes vigentes”7 y únicamente ante determinadas situaciones de riesgo puestas de presente por quien las alega, que es, además, el llamado a probarlas8.


    En la propia jurisprudencia constitucional se ha indicado que en el caso de los niños físicamente entregados en adopción la familia biológica cede su prioridad, puesto que es altamente probable que con los familiares adoptivos se establezcan vínculos de afecto y dependencia cuya alteración incidiría negativamente sobre la estabilidad del menor”, por lo que la adopción adquiere carácter irrevocable “una vez se ha consolidado el proceso respectivo”9.


    En la adopción tiene origen un especial tipo de familia al cual el constituyente expresamente le otorgó reconocimiento jurídico, ubicando en pie de igualdad a la familia que se constituye a partir del matrimonio y la unión libre entre compañeros permanentes, “por lo cual rechazó las diferencias de trato fundadas en el origen familiar”10. La adopción consiste en “prohijar como hijo legítimo a quien no lo es por los lazos de la sangre”11 y su finalidad “no es solamente la transmisión del apellido y del patrimonio, sino el establecimiento de una verdadera familia, como la que existe entre los unidos por lazos de sangre, con todos los derechos y deberes que ello comporta”12.


    La adopción tiene, entonces, “una especial relevancia constitucional y legal, pues además de contribuir al desarrollo pleno e integral del menor en el seno de una familia, hace efectivos los principios del interés superior del niño, de protección y prevalencia de sus derechos, tal como lo ordena el artículo 44 del estatuto supremo”, en el cual halla fundamento, así como en los artículos 42 y 45 superiores que “establecen la protección especial del niño y los derechos del mismo a tener una familia y a no ser separado de ella, a recibir protección contra toda forma de abandono, violencia física o moral, explotación laboral o económica, maltrato y abuso sexual, a recibir el cuidado y el amor necesarios para lograr un desarrollo armónico y una formación integral”13.


    El artículo 42 de la Carta establece que los hijos adoptados “tienen iguales derechos y deberes” y la Corte ha acotado que, en atención a las formas de fundar la familia “los hijos pueden ser de tres clases, a las que se refiere el mismo canon constitucional: hijos matrimoniales, extramatrimoniales o adoptivos”, entre los cuales, por disponerlo así la Constitución, no puede haber diferencias de trato14.


    Ahora bien, la presunción a favor de la familia biológica también puede ceder ante la denominada familia de crianza, que surge cuando “un menor ha sido separado de su familia biológica y ha sido cuidado por una familia distinta durante un periodo de tiempo lo suficientemente largo como para que se hayan desarrollado vínculos afectivos entre el menor y los integrantes de dicha familia” que, por razones poderosas, puede ser preferida a la biológica, “no porque esta familia necesariamente sea inepta para fomentar el desarrollo del menor, sino porque el interés superior del niño y el carácter prevaleciente de sus derechos hace que no se puedan perturbar los sólidos y estables vínculos psicológicos y afectivos que ha desarrollado en el seno de su familia de crianza”15.


    A las anteriores formas de familia se suman aquellas denominadas monoparentales, debido a que están conformadas por un solo progenitor, junto con los hijos y su número va en aumento por distintas causas, incluida la violencia que azota a un país como el nuestro y también el divorcio o las separaciones que dan lugar a hogares encabezados por uno solo de los padres16, siendo evidente que el caso de las madres cabeza de familia es dominante y ha merecido la atención del legislador, que ha establecido medidas de acción positiva favorables a la madre, precisamente por “el apoyo y protección que brinda ésta a su grupo familiar más cercano”, medidas que la Corte ha extendido “al hombre que se encuentre en una situación de hecho igual”, no “por existir una presunta discriminación de sexo entre ambos géneros, sino porque el propósito que se busca con ello es hacer efectivo el principio de protección del hijo en aquellos casos en que éste se encuentre al cuidado exclusivo de su padre, de forma tal que, de no hacerse extensiva tal protección al progenitor podrían verse afectados en forma cierta los derechos de los hijos”17.


    También suele acontecer que después del divorcio o de la separación se consoliden nuevas uniones, en cuyo caso se da lugar a las llamadas “familias ensambladas”, que han sido definidas como “la estructura familiar originada en el matrimonio o unión de hecho de una pareja, en la cual uno o ambos de sus integrantes tiene hijos provenientes de un casamiento o relación previa”, siendo todavía objeto de disputa doctrinaria lo concerniente a su conformación, susceptible de generar diversas modalidades que no es del caso estudiar aquí18.


    A modo de conclusión conviene reiterar que “el concepto de familia no incluye tan solo la comunidad natural compuesta por padres, hermanos y parientes cercanos, sino que se amplía incorporando aun a personas no vinculadas por los lazos de la consanguinidad, cuando faltan todos o algunos de aquellos integrantes, o cuando, por diversos problemas, entre otros los relativos a la destrucción interna del hogar por conflictos entre los padres, y obviamente los económicos, resulta necesario sustituir al grupo familiar de origen por uno que cumpla con eficiencia, y hasta donde se pueda, con la misma o similar intensidad, el cometido de brindar al niño un ámbito acogedor y comprensivo dentro del cual pueda desenvolverse en las distintas fases de su desarrollo físico, moral, intelectual y síquico”19.


    Finalmente, es menester poner de presente que también se impone como conclusión que “el concepto de familia no puede ser entendido de manera aislada, sino en concordancia con el principio de pluralismo”, porque “en una sociedad plural, no puede existir un concepto único y excluyente de familia, identificando a esta última únicamente con aquella surgida del vínculo matrimonial”20. (…)”


    En el Proyecto de Código Civil de la Universidad Nacional de Colombia en su Segunda edición se define, una nueva interpretación de la institución de la familia en el siguiente sentido:


    Artículo 1640. Se reconocen todas las familias, cualquiera que sea la conformación o nacionalidad de sus integrantes.


    Artículo 1641. Las disposiciones de este libro son imperativas, salvo las relativas a los efectos eminentemente patrimoniales y las que la ley autorice regulación voluntaria.


    Artículo 1642. No tendrán efectos jurídicos las estipulaciones que contraríen la equidad de género, el derecho exclusivo de las personas a su propio cuerpo o los derechos sexuales y reproductivos de las personas que han sido reconocidos por tratados internacionales.


    Artículo 1643. Las familia matrimoniales o extramatrimoniales serán iguales en derechos, obligaciones, responsabilidades y en el manejo patrimonial.


    Artículo 1644. Son hijos legítimos los matrimoniales, los extramatrimoniales y los adoptivos.


    Pero para hablar con propiedad de la institución jurídica cuyo estudio nos ocupa, debemos consultar la información del CENSO NACIONAL DE POBLACIÓN Y VIVIENDA - CNPV 2018 del DANE, el cual indica lo siguiente respecto de los hogares colombianos:
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    Las conclusiones que podemos extraer de este análisis estadístico, aun considerando que se trata de un censo poblacional que data de hace 6 años, son los siguientes:


    a) Aunque la estructura de las familias nucleares sigue siendo mayoritariamente biparental con casi un 43 %, aumentando de la ruralidad hacia las cabeceras municipales, la monoparentalidad se mantiene estable en torno a un 15 %.


    b) En las familias ampliadas, las distancias entre la biparentalidad y la monoparentalidad se disminuye a poco más de dos puntos porcentuales, siendo, en todo caso, menores poblacionalmente a los hogares unipersonales, donde sería interesante que ulteriores censos puedan indicar cuantos de estos serían familias multiespecie.


    c) Pocas familias se identifican estadísticamente como familias sin núcleo


    d) Hay un alto porcentaje de familias amplias y extensas en nuestro país, aunque es interesante que se dé este fenómeno más en las cabeceras que en la ruralidad.


    El dinamismo social y los avances tecnológicos han llevado a que cada día surjan y sean ampliamente aceptadas diversas estructuras familiares, puesto que no sólo encontramos la familia nuclear o extensa, sino también las llamadas familias compuestas, de padres separados, homoparental, adoptiva y de crianza, en donde sin parar mientes en su particular conformación estarán de todas formas llamadas a ser el principal agente socializador y de protección de los niños, en especial en la etapa de crecimiento.


    Tal diversidad en la estructura familiar tiene, a no dudar, directa incidencia en lo concerniente a la definición de la filiación, habida cuenta que en épocas de predominio de la familia nuclear biparental la regla preponderante para establecer la filiación matrimonial era la denominada pater est quem nuptiae demonstrant, acorde con la cual, cada hijo nacido dentro del matrimonio era considerado o reputado como legítimo del esposo de la madre que había dado a luz.


    Empero, hoy por hoy, tal postulado no responde a todas las hipótesis que se presentan para definir la paternidad desde la perspectiva del interés superior del menor, máxime cuando es viable la procreación asistida, in vitro u otras formas que no necesariamente responden a los esquemas tradicionales de paternidad o maternidad.
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    2. EJERCICIO DE LA CAPACIDAD LEGAL DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD MAYORES DE EDAD A TRAVÉS DE LA MIRADA JUDICIAL


    2.1 Estado del arte


    En general, históricamente siempre se ha planteado la necesidad de representación de quien no se consideraba capaz ante la sociedad, como una forma de proteger el “estatus quo del contrato social”, y por ello es que jurídicamente suponemos que los menores de cierta edad no pueden tener la madurez psicológica para realizar ciertos actos, lo cual va a depender mucho de las estructuras socio-culturales y los marcos jurídicos de cada Estado. Pero también se ha entendido que existen otros factores de incapacidad como consecuencia del ejercicio del poder de turno y sus intereses, es así como en esta institución se ve en todas las culturas antiguas como la griega o la babilónica. Por ejemplo, en la Roma Antigua se decía que las mujeres, por su condición de mujer, eran alieni juris que debían estar representadas por el pater familia, bien sea su esposo o su padre biológico o por adopción.


    Y es que la misma idea de protección a los disminuidos físicos y mentales nos viene desde el Derecho Romano, en el cual existieron las curatelas y las tutelas, pero estaban dirigidas a la protección del patrimonios del furiosi o mente captis, a los sordos, a los mudos y en general a los que tuvieran algún tipo de enfermedad grave, o a los pródigos, se les nombraba un tutor o curador quien en general tenía la Negotiorum gestio21 y la Interposición de la auctoritas22, (Echeverría, 2010)


    Igualmente sucedía en el Código Napoleónico que estableció en su artículo 489: “el mayor de edad que esté en un estado de imbecilidad, de demencia o de furor debe ser sujeto a interdicción, aun cuando ese estado presente intervalos lucidos” (Quiroz, 2014). Estos términos han sido producto de la psiquiatría existente en aquella época. Esta idea paso directamente al Código Civil de don Andrés Bello y por ende al Código Civil de la Unión que todavía hoy –aunque reformado en muchas de sus partes- tenemos en Colombia. Para la Ley 57 de 1887, la enfermedad mental es la que altera la voluntad de una persona porque la destruye o porque la vicia, y en consecuencia eran causales de incapacidad civil, especialmente de incapacidad para los negocios jurídicos, cuyo núcleo esencial es la existencia de una voluntad sana y libre (Valencia Zea y Ortiz, 1994). En aquella época, nuestro estatuto sustantivo civil establecía en el artículo 545 que a su vez había sido reformado por la Ley 95 de 1890, art. 8º:


    El adulto que se halle en estado habitual de imbecilidad o idiotismo, de demencia o de locura furiosa, será privado de la administración de sus bienes, aunque tenga intervalos lúcidos. La curaduría del demente puede ser testamentaria, legítima o dativa.


    A su turno el artículo 428 de la época establecía que:


    Las tutelas y las curadurías o curatelas son cargos impuestos a ciertas personas a favor de aquellos que no pueden dirigirse a sí mismos, o administrar competentemente sus negocios, y que no se hallen bajo potestad de padre o marido, que pueda darles la protección debida.


    Las personas que ejercen estos cargos se llaman tutores o curadores, y generalmente guardadores.


    Como puede verse, por mucho tiempo, la discapacidad mental se continuó manejando conforme a las arcaicas normas derivadas del Derecho Romano. Con la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948, se generó una oleada de reivindicación general de los derechos y las víctimas de las guerras mundiales, que cobró gran importancia en el derecho moderno, y es así como la misma Corte Constitucional en la sentencia C-478 del 2003 dijo que:


    “Al término de la Segunda Guerra Mundial, con el surgimiento del derecho internacional de los derechos humanos, se produjo un importante cambio en la concepción de la problemática de las personas con grave discapacidad física o mental por cuanto se le dejó de percibir como un asunto exclusivamente médico o patológico, objeto de regulación y estudio por el derecho privado, para convertirse en un tema vinculado directamente con el principio de dignidad humana y de la órbita de aplicación, en especial, del derecho laboral y de la seguridad social. Desde entonces, mediante diversas fuentes del derecho internacional público, e incluso en algunas disposiciones de derecho interno, se ha intentado precisar el contenido y alcance de la noción de discapacidad, labor que ha resultado ser particularmente compleja por cuanto se alude con frecuencia a diversos términos, sin que las fronteras entre todos ellos resulten ser siempre tan exactas y precisas como se quisiera. Así pues, se han empleado términos como retrasados mentales, impedidos, inválidos, y a partir de la década de los ochenta, discapacitados. (Corte Constitucional C-478 del 2003 M.P. Dra. Clara Inés Vargas Hernández.)


    En Colombia, el fenómeno de la Constitucionalización del derecho implicó una variación en sus fuentes de producción jurídica, ya que habría que buscar en el bloque de constitucionalidad primero y luego en las demás normas de orden nacional. En el caso particular, son muchas las instituciones mundiales que promueven la protección a las personas con discapacidades, como es el caso de la Convención sobre la protección de Derechos a Personas con Discapacidad, de las Naciones Unidas, incorporada en nuestro ordenamiento mediante la Ley 1346 del 2009.


    Tradicionalmente, nuestro Código Civil distinguía la capacidad jurídica de la capacidad legal, consistiendo la primera en la aptitud que corresponde a toda persona para ser sujeto de derechos y obligaciones y la segunda en la habilidad que la Ley reconoce para intervenir en el comercio jurídico, por sí misma y sin ministerio o autorización de otras. Según nuestro derecho positivo, la capacidad legal, que constituye uno de los requisitos necesarios para la validez de las declaraciones de voluntad, la tiene toda persona, y se presume la misma, excepto de aquellas que la ley declarase incapaces. Para velar por los intereses de las personas que se encuentran en circunstancias de discapacidad mental, además del decreto de interdicción, dispuso el legislador la existencia de la representación legal, en virtud de la cual se colocaba a estos sujetos al cuidado de ciertas personas revestidas de facultades para actuar en su nombre y para vincularse en los efectos que de estos actos se derivan, como si hubieran contratado ellos mismos. Tales personas son los guardadores o curadores, cuyo nombramiento y funciones se encontraban regulados por el art. 52 y subsiguientes de la Ley 1306 de 2009, que preceptuaban:


    A la persona con discapacidad mental absoluta mayor de edad no sometido a patria potestad se le nombrará un curador, persona natural, que tendrá a su cargo el cuidado de la persona y la administración de sus bienes.


    El curador es único, pero podrá tener suplentes designados por el testador o por el Juez. Las personas que ejercen el cargo de curador, los consejeros y los administradores fiduciarios de que trata el presente Capítulo, se denominan generalmente guardadores y la persona sobre la cual recae se denomina, en general, pupilo.


    Haciendo un cuadro comparativo de la norma original con la ley nueva, tenemos lo siguiente:


    
      
        

        
      

      
        
          	
            Código Civil, redacción original

          

          	
            Art. 57 Ley 1996 de 2019

          
        


        
          	
            Artículo 1504. Incapacidad absoluta y relativa


            Son absolutamente incapaces los {dementes}23, los impúberes y sordomudos, que no pueden darse a entender por escrito24. Sus actos no producen ni aún obligaciones naturales, y no admiten caución.  Son también incapaces los menores adultos que no han obtenido habilitación de edad* y los disipadores que se hallen bajo interdicción. Pero la incapacidad de estas personas no es absoluta y sus actos pueden tener valor en ciertas circunstancias y bajo ciertos respectos determinados por las leyes.  Además de estas incapacidades hay otras particulares que consisten en la prohibición que la ley ha impuesto a ciertas personas para ejecutar ciertos actos

          

          	
            Artículo 1504. Incapacidad absoluta y relativa.


            Son absolutamente incapaces los impúberes. Sus actos no producen ni aún obligaciones naturales, y no admiten caución. Son también incapaces los menores púberes. Pero la incapacidad de estas personas no es absoluta y sus actos pueden tener valor en ciertas circunstancias y bajo ciertos respectos determinados por las leyes. Además de estas incapacidades hay otras particulares que consisten en la prohibición que la ley ha impuesto a ciertas personas para ejecutar ciertos actos”.

          
        

      
    


    Nótese de la comparación normativa que, hoy por hoy, la incapacidad legal absoluta ahora solo recae en los impúberes, dada su corta edad, y ya no en los antes considerados dementes, ni en los sordomudos que no pudiesen darse a entender por escrito. Es importante anotar que la discapacidad mental es diferente a la inhabilidad. Si bien el Legislador aparentemente incluyó ambos sujetos en una misma categoría -la de discapacidad mental-, es necesario considerar las diferencias entre el discapacitado mental absoluto y el inhábil, quien puede ser capaz y no sufrir ninguna enfermedad mental grave pero, por determinadas circunstancias, se lo inhabilita para realizar ciertos negocios jurídicos con el fin de proteger su patrimonio, como sucede, por ejemplo, con los inmaduros negociales, los pródigos o anteriormente denominados disipadores.


    Por su parte, el Código General del Proceso (Ley 1564 de 2012) mantuvo la estructura antes explicada que venía ya desde la Ley 1306 del 2009 en el articulado del Código. El artículo 586 del CGP frente al artículo 659 del ya derogado Código de Procedimiento Civil, traía las siguientes novedades:


    • Practicadas las pruebas, se dictaba sentencia. En ella se nombraba guardador y si tenía bienes, se ordenaba confeccionar un inventario de ellos por un auxiliar de la justicia a menos que se declarase bajo la gravedad de juramento que el interdicto no tenía bienes, en cuyo caso el juez podía exonerar al curador de esta formalidad para su posesión sin entrega de bienes. A nuestro juicio, el Juzgador debía hacer la advertencia que si aparecían bienes o por cualquier causa el incapaz adquiría bienes (bien sea donaciones o herencias) debían ser denunciados en el proceso y hacerse dicho inventario. Los honorarios estaban a cargo del incapaz y si no tenía recursos debía sufragarlos el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar.


    • Si el guardador debía prestar caución, una vez prestada se le daría posesión y se le hacía entrega de los bienes inventariados conforme al artículo 86 de la ley. La remisión al artículo 44 era errónea, y ello se debió a que se trasladó al Código el artículo 87 de la Ley 1306, donde igualmente estaba erróneamente citado el artículo 44.


    • La diligencia de entrega la realizaba el juez o su comisionado, diligencia a la que deberían asistir éstos y el perito que participó en la elaboración del inventario. La ausencia del perito no impedía que se realizara la diligencia, pero lo haría responsable de los daños que pueda ocasionar.


    • El guardador podía objetar el inventario dentro de los cinco días siguientes a la recepción de los bienes. Las objeciones se tramitaban como incidente, y al resolverlo se aprobaba el inventario.


    • Se podían decretar las medidas de protección personal que el juez considerase necesarias para el discapacitado, en este caso no pueden confundirse con las medidas innominadas, ya que estas son unas medidas especiales de carácter personal.


    • Rehabilitación del interdicto. - El artículo 587, establecía que para la rehabilitación del interdicto se aplicará el procedimiento de la interdicción, sin que haya lugar a la citación de posibles interesados.


    2.2 ¿Por qué derogar el régimen de la interdicción?


    Hernán Fabio López Blanco en el Tomo II de su obra Instituciones de Derecho Procesal Civil Colombiano hacía una dura crítica a los juicios de interdicción diciendo que “(…) la verdad sea dicha, a estos juicios únicamente se acude cuando existen fuertes intereses económicos de por medio y se quiere separar al demente de la administración de los bienes.”, y en la práctica, pareciera ser que lo expuesto por el ilustre tratadista marcara una tendencia referente a cuando se debía acudir al proceso judicial, llegando a la conclusión que el verdadero objetivo de los procesos de declaración de interdicción por discapacidad mental era lograr la protección de los bienes y derechos de carácter patrimonial más que la vida e integridad de los interdictos a través de la curaduría. Lastimosamente, la sociedad colombiana no ha podido superar los conceptos anacrónicos frente a los discapacitados, en ocasiones los ocultan de la vecindad, o simplemente los minimizan a una mera atracción en las reuniones familiares. De allí que, solo se acuda a estos procesos cuando se evidencia una necesidad económica, tan sencilla como es, por ejemplo, la reclamación de una pensión de sobrevivientes, o el manejo de acciones comerciales de determinada sociedad en la que hace parte el interdicto, la representación judicial, entre muchos otros casos.


    En relación al análisis del proceso judicial de interdicción, aunque eran procesos que, teóricamente, no deberían superar los 6 meses en los Despachos Judiciales, pues debían tener prioridad, ya que se trataba de sujetos de especial protección por parte del estado y la regulación internacional. Lamentablemente, mucho de los casos de interdicción, por la congestión de los Despachos Judiciales tardaban demasiado, llegándose a dar muchas veces el caso que, al momento de proferir sentencia, ya el pretendido interdicto ha fallecido. En todo caso, el problema era meramente humano, pues en muchas ocasiones los jueces de familia aún tenían la conciencia de tratar al discapacitado como paciente y no como sujeto de derechos, lo que dificultó la aplicación de la ley 1306 del 2009.


    Por otra parte, la escogencia de un curador idóneo para el interdicto resultó ser la principal dificultad para el feliz término de los procesos de interdicción, y es que, en estos casos, el juez de familia debió tener un papel más activo, revisando minuciosamente las cualidades de los que se proponen y proferir una decisión de fondo, incluso designando un curador provisional, en tanto se definía definitivamente la curaduría; lo que sucedió es que en muchos casos la declaratoria de interdicción urgía, para temas comerciales o peor aún personales como una simple afiliación al sistema de salud o inscripción en algún programa gubernamental.


    En todo caso, este papel activo fue reclamado, incluso, por el parágrafo primero del artículo 281 del CGP, en aras de lograr una protección adecuada a la persona con discapacidad mental, mediante el fallo extra y ultra petita. Por ejemplo, si la persona que se pretendía designar guardador no reunía las condiciones de idoneidad, o reuniéndolas, pudiese estimarse insuficiente su sola presencia, se podía designar a un familiar de aquellos que previamente se citó en el proceso, para que asuma dicho rol.


    También teóricamente, la separación de la administración y disposición de sus bienes y derechos, suponía una medida de protección al discapacitado, pues se le brindaba lo necesario para que su curador garantizase su vida digna y su representación legal, y por ello resultaba de trascendental importancia señalar que el objeto del proceso era decretar la interdicción del discapacitado mental absoluto y en consecuencia privarlo del ejercicio de sus derechos civiles, de la administración y disposición de sus bienes y brindarle la protección necesaria para que éste viva dignamente, asignándole un guardador o curador, para que administre sus bienes y se ocupe de su cuidado personal; en general, esa demanda, hoy derogada por la ley 1996 de 2019, debía contener los requisitos generales del artículo 82 del C.G.P, y la podía presentar cualquier persona, ya que la titularidad no se encuentra cualificada y que se entendía que se trataba de un tema de interés general en favor de una persona en condiciones de debilidad manifiesta.


    Además, en un acápite especial se debían citar los nombres y las direcciones de los parientes del presunto interdicto en cumplimiento del artículo 61 del C.C. en concordancia con lo estipulado por el artículo 586 del CC, que su numeral 3º se dispone “En el auto admisorio de la demanda se ordenará emplazar , en los términos previstos en este código (…)”.Igualmente y aún más importante, debía acompañarse de un certificado expedido por un médico psiquiatra o neurólogo sobre el estado del presunto interdicto, conforme a lo establecido por el artículo 28 de la ley 1306 de 2009 que estipulaba que “(…) En todo proceso de interdicción definitiva se contará con un dictamen completo y técnico sobre la persona con discapacidad mental absoluta realizado por un equipo interdisciplinario compuesto del modo que lo establece el inciso 2o del artículo 16 de esta ley. En dicho dictamen se precisarán la naturaleza de la enfermedad, su posible etiología y evolución, las recomendaciones de manejo y tratamiento y las condiciones de actuación o roles de desempeño del individuo(…)”. Lo propio también lo recogía el entonces numeral cuarto del Art. 586 del CGP. Sobre lo anterior la Corte Constitucional mediante sentencia T-1103 de 2004 se había manifestado en el sentido de que:


    “(…) El acompañamiento de un certificado médico a una demanda en la que se solicita que una persona sea declara interdicta por demencia, no constituye una mera formalidad exigida por la ley procesal para la admisión de una demanda de esta naturaleza, sino que está llamado a cumplir fines específicos como son (i) constituye un soporte probatorio insustituible para que el juez competente tenga los elementos de juicio necesarios para proveer sobre la admisión de una demanda de interdicción; y, (ii) se erige en una garantía fundamental para el demandado, dado que no todas las personas deben soportar un proceso de esta naturaleza, sino solamente aquellas sobre las cuales se acredita una condición de discapacidad que amerite, por lo menos, la apertura del proceso. Es por ello, que el certificado médico exigido por la ley, como requisito para acompañar la demanda de interdicción, no puede suplirse con otros medios probatorios, como por ejemplo los testimonios, como equivocadamente lo sostiene la accionada; ni tampoco por epicrisis o resúmenes finales de historias clínicas. Nótese, como según las normas que regulan la ética médica, el certificado médico es el documento que acredita el estado de salud de una persona, constituyéndose en la prueba técnica o pericial que por anticipado debe llevarse al proceso a fin de darle soporte a la solicitud de interdicción, certificado que según se exige debe ser expedido bajo la gravedad del juramento, el cual se entiende prestado con la sola firma. Lo anterior no significa, sin embargo, que en el curso del proceso, el juez no pueda valorar la prueba pericial junto con otras, tal y como lo ha considerado de vieja data la jurisprudencia civil nacional. De igual manera, la Sala considera que el mencionado documento científico DEBE SER RECIENTE, por cuanto es común que las enfermedades mentales evolucionen; incluso, en algunos casos se curan, o al menos, sus síntomas se pueden tratar mediante el suministro de medicamentos, sin que la persona tenga que ser sometida a internación en un centro de reposo y sin que pierda realmente sus facultades de discernimiento.” (Subrayas fuera del texto) 


    Igualmente, el ICBF emitió Concepto para estos casos en lo que concluye que en “(…) estos procesos deben acompañarse de un certificado de un médico psiquiatra o neurólogo, sobre el estado del presunto interdicto, que establezca las características del paciente, el diagnóstico de la enfermedad y con las consecuencias de la capacidad del paciente para administrar sus bienes, y el tratamiento del mismo (…)”. (Instituto Colombiano de Bienestar Familiar – ICBF; concepto 29 de 2014.)


    En la práctica, resultaban ser estos dos elementos especialísimos de citar a los parientes y el acompañamiento del certificado médico reciente, las principales causales de inadmisión de estos procesos en los estrados judiciales, como el que actualmente regenta el autor de este texto. Bastaba llegar al juzgado de familia y revisar los procesos de interdicción, encontrándose autos casi estandarizados inadmitiendo las demandas por cualquiera de estas dos falencias o en muchísimos casos, ambas. Resultaba bastante frecuente encontrar demandas con tan solo una escueta o muy remota – o casi ilegible- historia clínica, siendo que, como vemos, este documento no podía reemplazar el certificado médico reciente.


    Luego de verificados los requisitos especiales de este tipo de demandas, el juez debía admitirla y ordenar las medidas que considere tendientes a la protección del sujeto discapacitado; ordenar la notificación al Ministerio Público para que interviniese en el proceso, ya que la misma era obligatoria conforme a lo normado en el artículo 7º de la ley 1306 del 2009. Igualmente se ordenaba citar a los parientes cercanos del presunto interdicto citados en la demanda conforme al artículo 61 del Código Civil, mediante marconigrama de conformidad con lo establecido en el Art. 42 de la Ley 1306 de 2009, en caso que se desconozca los parientes debía librarse edicto emplazatorio en un periódico de amplia circulación nacional. Finalmente, se ordenaba la práctica de un dictamen médico neurológico o psiquiátrico sobre el estado del discapacitado.


    Aquí venía otro enorme escollo, que contribuía al retardo de esos procesos, pues no es del todo desconocido en el ámbito jurisdiccional lo negligentes que son muchas partes al efectuar las notificaciones personales, máxime si se trataba de una persona cuya interdicción se pedía, que a veces era visto en el seno de la familia como alguien del cual no tener nada que ver con él. Frecuentes fueron los casos de procesos que tardaban años en ubicar a la totalidad de parientes del pretendido interdicto, y como en estos procesos, por su naturaleza de jurisdicción voluntaria, no existía un demandado cuya notificación enervase el término del Art. 121 del CGP, perfectamente era posible ver casos de procesos de muy vieja data, inclusive muy anteriores a la Ley 1306 de 2009, que apenas estaban para señalar fecha de audiencia o incluirlos en el Registro Nacional de Personas Emplazadas antes de la sanción de la Ley 1996 de 2019.


    Efectuada la notificación de todos los parientes y el Ministerio Público, el juez ordenaba abrir a pruebas el proceso en el que se escucharan en declaración los testimonios solicitados en la demanda, a efectos de establecer no solo el estado del presunto interdicto, sino también la idoneidad de quien se propone como curador.


    Era igualmente recomendable decretar una visita por parte del/la Asistente Social adscrito/a al Despacho judicial de conocimiento en la residencia del pretendido interdicto, a efectos de establecer las condiciones de vida y familiares de este; incluso, allá este empleado podía, de primera mano, arrojar elementos de juicio sobre las necesidades de este, personas que podrían ejercer la guarda sustituta, etc. De hecho, ello motivaba que la fijación de fechas de audiencia fuese tan dilatada en el tiempo, pues se debía contar con la disponibilidad de agenda del/la Asistente Social.


    Allegado el dictamen médico neurológico o psiquiátrico sobre el estado del discapacitado, el juez debía correrle traslado, a efectos de surtir su contradicción – la cual existía, aun siendo un proceso de jurisdicción voluntaria- y de actuar conforme a las reglas del debido proceso, en este término podían presentarse objeciones, las cuales, a nuestro juicio, solo deberían ser por error grave respecto de la enfermedad que padece el presunto interdicto. Con todo, es claro que el auto que decidía la objeción era apelable. Vencido dicho término y resueltas las objeciones (de haberlas) se debía verificar si el informe cumplía con los requisitos establecidos en el artículo 586 del CGP; es decir se observaba: a) Las manifestaciones características del estado actual del paciente; b) La etiología, el diagnóstico y el pronóstico de la enfermedad, con indicación de sus consecuencias en la capacidad del paciente para administrar sus bienes y disponer de ellos, y c) El tratamiento conveniente para procurar la mejoría del paciente. Si dicho dictamen cumplía con estos requisitos, se procedía a aprobarlo.


    Luego de todo lo anterior, el juez señalaba fecha para evacuar las pruebas y dictar sentencia en la que disponía como primera medida, de conformidad a las pruebas periciales del proceso se encuentra que el padecimiento de la persona en verdad la incapacita de manera absoluta y permanente para cuidarse y administrar o manejar sus bienes, se debía declarar en interdicción por causa de discapacidad mental absoluta y que dicha persona no tiene la libre administración de sus bienes, esto a fin de que los actos jurídicos no produjesen efectos validos ante la sociedad.


    De allí que el periodo probatorio en el proceso debía ir encaminado no solo a probar el hecho que causaba la incapacidad, sino que era importante que el juez lograse establecer cuál de los parientes citados era el más idóneo para ejercer el cargo, normalmente el juez podía adoptar el consenso de la familia o personas que tenían a cargo de facto al incapaz; sin embargo, y lastimosamente no siempre era así, pues en muchos casos, la designación del curador resultaba convertido en una batalla campal entre los familiares, verbigracia, entre los descendientes del presunto interdicto, entre estos y su actual cónyuge, sus hermanos, etc.; un verdadero litigio y/o enfrentamiento para establecer la idoneidad de uno u otro pariente o el cónyuge, por lo que en muchos casos los jueces optaban por la salida salomónica de nombrar a un auxiliar de la justicia, que no necesariamente era la más ideal, ya que se optaba por una persona extraña a la dinámica familiar del pretendido interdicto, pero que a fin de designar a alguien imparcial; resultaba más adecuada.


    Inmediatamente se debía nombrar al curador principal y a los suplentes que se considere necesarios, fijándoles la caución establecida en el artículo 83 de la ley 1306 del 2009, a menos que por venir exonerados de conformidad a lo establecido en el artículo 84 de la Ley 1306 de 2009 o tuviesen amparo de pobreza, en cuyo caso quedaba al arbitrio del Juez fijar o no la Caución. Se debía nombrar como perito avaluador a un Contador público para que confeccionase Inventario y Avalúo de los Bienes del interdicto, conforme a lo establecido en el artículo 86 de la ley 1306 del 2009, lo anterior a efectos de salvaguardar los bienes de este y de establecer un parámetro para los informes que debía rendir el curador nombrado en relación del ejercicio de su curaduría, los cuales debían ser en plazos no superiores a un año.


    Como ya se expuso, en la sentencia de interdicción debía nombrarse un curador que sería la persona que tendría a su cargo el cuidado del interdicto y la administración de sus bienes. De allí la importancia de la debida escogencia de este. En la mayoría de los casos, era más que recomendable que se designase un curador principal y al menos un suplente, a efectos de precaver un nuevo proceso de designación de curador en caso que el principal ya no pudiese seguir ejerciendo, por cualquiera de las causas legales, incluidas, su fallecimiento.


    Igualmente, se debía ordenar la notificación de la sentencia al público en la forma establecida en el art. 586 numeral 7° del CPC, es decir mediante aviso que se insertará por una vez en un diario de amplia circulación nacional y debidamente inscrita en la Oficina de Registro Civil del ya declarado interdicto. Esto era importantísimo para que la sentencia de interdicción surtiese los efectos de ley y tenga la debida publicidad el acto, por lo que a nuestro juicio solo una vez realizada la publicación, la inscripción en el Registro del Estado Civil y aprobado el inventario de bienes, es que se le podría dar la posesión de que trata el artículo 85 de la Ley 1306 de 200925, al designado curador principal y los suplentes, lo cual se podrá hacer en una sola diligencia.


    Igualmente, como en la sentencia se ordenaba que la misma se inscriba ante el respectivo funcionario del Estado civil, para que haga la anotación correspondiente en el registro del interdicto de conformidad a lo establecido en el artículo 47 de la ley 1306 del 2009 que establecía que “Las decisiones de interdicción o inhabilitación y el levantamiento de las medidas se harán constar en el folio de nacimiento del registro del estado civil del afectado.” Lo anterior en concordancia con el artículo 5° del Decreto 1260 y el artículo 1° del Decreto 2158 de 1970.


    También debía ordenarse comunicar al departamento de salud del municipio correspondiente, (o a la entidad designada para ello por la alcaldía) para que registre la sentencia en el libro de avecindamiento de personas con discapacidad mental absoluta, de conformidad con el art. 19 de la ley 1306 de 2009. Y por último es menester ordenar al Instituto de Medicina Legal que, semestralmente a partir de la ejecutoria del presente fallo, realice un seguimiento a la evolución del estado de salud del declarado interdicto. En la práctica, este último seguimiento siempre era el más complejo de lograr, ya que las citas que programaba esta institución eran supremamente lejanas en el tiempo y no cumplían con lo señalado en la Ley 1306 de 2009, por más enérgicos que fueran los llamados hechos por el Despacho judicial


    Como habíamos manifestado, el cargo del curador implicaba tanto el cuidado personal del incapaz como el manejo de sus bienes, para lo cual cuenta con las facultades de representación en todos los negocios jurídicos y en todos los actos judiciales y extrajudiciales, sin embargo como es lógico, había algunos actos prohibidos como serían los expresamente establecidos en el artículo 93 de la ley 1306 del 200926 como eran: a) Dejar de aceptar actos gratuitos desinteresados en favor del pupilo; b) Invertir en papeles al portador los dineros del pupilo. Los títulos al portador o a la orden que tenga el pupilo se liquidarán y se sustituirán por títulos nominativos; c) Celebrar cualquier acto en el que tenga algún interés el mismo curador, su cónyuge, sus parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad o de cualquier manera d


    

    2.3 Ley 1996 de 2019: Retos y enseñanzas desde la judicatura
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